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Sr. S. de Vega, presidente y  
ponente 
 

La Sección Segunda del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 5 de 
febrero de 2026, con asistencia de 
los miembros que se expresan al 
margen, emitió, por unanimidad, el 
siguiente dictamen: 
 
 

Sr. Ramos Antón, consejero  
Sra. Ares González, consejera 
 
Sr. Píriz Urueña, secretario 
 
 

 
DICTAMEN 2/2026 

 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 29 de diciembre de 2025 tuvo entrada en este Consejo Consultivo 
la solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de revisión de oficio, 
incoado por el Ayuntamiento de xxx1, de la resolución de 20 de noviembre de 
2023 de la Alcaldía, por la que se resuelve el expediente de protección de la 
legalidad urbanística 147/2023. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 8 de enero de 2026, se 

procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo 
con el número de referencia 2/2026, iniciándose el cómputo del plazo para la 
emisión del dictamen, tal y como dispone el artículo 52 del Reglamento de 
Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de Castilla y León, 
aprobado por resolución de 5 de febrero de 2014 de la Mesa de las Cortes de 
Castilla y León. Turnado por el presidente del Consejo, correspondió su ponencia 
al consejero Sr. S. de Vega. 

 
Primero.- El 20 de febrero de 2024 D. yyyy presenta un escrito ante 

el Ayuntamiento de xxx1, en el que solicita la revisión de oficio de la resolución 
del expediente 147/2023, de protección de la legalidad urbanística, que se le 
habría notificado el 22 de enero del mismo año. 

 
En dicho acto se alude básicamente a la falta de proyecto o memoria de 

obras, a la falta de alineación prevista en las normas urbanísticas municipales, 
así como ausencia de adecuación a la licencia, otorgada para el revoco de la 
fachada de la vivienda del interesado, sita en la Plaza ccc1 15, esquina ccc2 
de dicha localidad. 
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Sostiene que en dicho acto concurren las causas de nulidad recogidas 
en las letras a) y e) del artículo 47.1 de la Ley 39/2015 de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (LPAC). 

 
Solicita, entre otras cuestiones, que: 
 

“Se retrotraigan las actuaciones y se dé traslado a este 
administrado para presentar alegaciones en el plazo legalmente establecido. 

 
»Se dé traslado a este administrado, del expediente completo 

(numerado y con todos los informes obrantes en el mismo). 
 
»Se remita la ampliación del proyecto de reforma, la licencia, el 

proyecto de piscina y solicitud de licencia, y resto de documentación, al 
Servicio de Asistencia a Municipios para que emita un nuevo informe con la 
documentación completa. Solicitando, al Servicio de Asistencia a Municipios 
que informe si este administrado ha derribado los muros de la edificación 
anexa en la esquina Plaza ccc1 con ccc2 y levantado unos nuevos, o 
simplemente ha revocado la fachada. 

 
»Se suspenda la ejecutividad de la resolución 20 de noviembre 

de 2023 y de 22 de enero de 2024, en base al artículo 117.2 de la Ley 39/2015 
de Procedimiento Administrativo Común. 

 
»Se abstenga D. (…), alcalde del Ayuntamiento de xxx1, de 

resolver este expediente, por enemistad manifiesta con este administrado, 
delegando dicha función en el órgano correspondiente”. 

 
Segundo.- El 18 de julio de 2024 D. yyyy presenta un nuevo escrito 

dirigido al Ayuntamiento, en el que pone de manifiesto que la solicitud de 
revisión de oficio no se ha resuelto todavía, aclara que la misma se solicita 
“respecto al acto que pone fin a la vía Administrativa, es decir, a la resolución 
del Ayuntamiento de xxx1 de 20 de noviembre de 2023, que resolvía el 
procedimiento de restauración de la legalidad, con número de expediente 
147/2023 y que, a través del presente escrito, se procede a ampliar la misma”. 

 
Dicha resolución habría devenido consentida y firme, al no haberse 

interpuesto en plazo recurso ordinario contra la misma. 
 
Solicita, asimismo, que “Si no se admitiera la aclaración antedicha, (…) 

se admita este escrito como solicitud de revisión de oficio contra la resolución 
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del Ayuntamiento de xxx1 de 20 de noviembre de 2023 dictada en expediente 
147/2023”. Alega, además, la causa de nulidad recogida en la letra c) del 
artículo 47.1 de la LPAC. 
 

Tercero.- Mediante acuerdo del Pleno, de 10 de noviembre de 2025, se 
inicia el procedimiento para la revisión de oficio de la resolución del Ayuntamiento 
de 20 de noviembre de 2023. 

 
En la misma fecha se concede trámite de audiencia al reclamante. 
 
Consta certificado de la secretaria municipal, de 28 de noviembre sobre 

la falta de presentación de alegaciones en plazo.  
 
Cuarto.- Se ha incorporado al expediente la sentencia del Juzgado de 

lo Contencioso-administrativo de xxx2 de 30 de junio de 2025, dictada en el 
procedimiento abreviado 256/2024, cuyo objeto es la desestimación por silencio 
administrativo de las solicitudes de revisión de oficio antes citadas. La sentencia 
estima el recurso y ordena a la Administración demandada tramitar y resolver 
la petición de revisión de oficio en los términos legalmente establecidos. 

 
Quinto.- El 4 de noviembre de 2025 la concejala delegada del 

Ayuntamiento estima la solicitud de revisión y acuerda “declarar no ajustada 
a derecho la resolución recaída en el expediente 147/2023 por prescindir de 
los trámites procedimentales establecidos”. 

 
El reclamante, en escrito de 14 de noviembre, se muestra conforme con 

dicha resolución y adjunta la ampliación de la solicitud de revisión de oficio de 
18 de julio de 2024 y la sentencia del Juzgado de lo Contencioso-administrativo 
de xxx2 de 30 de junio de 2025. 

 
Sexto.- El 2 de diciembre  de 2025 se formula propuesta de resolución 

en el sentido de declarar nula la resolución de 20 de noviembre de 2023 por 
considerar evidente que tal resolución “incoa y resuelve el expediente 
administrativo 147/2023 sin haber concedido trámite de audiencia al interesado 
privándole de garantías en defensa de sus derechos”. 

 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
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II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i),2º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Segunda emitir el 
dictamen, según lo establecido en el apartado tercero, 2.f) del Acuerdo de 6 de 
marzo de 2014 del Pleno del Consejo, por el que se determina la composición 
y competencias de las Secciones. 

 
Además, la preceptividad del dictamen del Consejo Consultivo resulta 

justificada, con toda claridad, a tenor de lo dispuesto en el artículo 106.1 de la 
LPAC. De este artículo se deduce que dicho dictamen es, además de preceptivo, 
habilitante de la ulterior decisión revisora de la Administración, ya que solo 
puede declarar la nulidad del acto si el dictamen es favorable, esto es, 
estimatorio de la nulidad denunciada. 

 
2ª.- El artículo 106.1 de la LPAC dispone que “Las Administraciones 

públicas, en cualquier momento, por iniciativa propia o a solicitud de interesado, 
y previo dictamen favorable del Consejo de Estado u órgano consultivo 
equivalente de la Comunidad Autónoma, si lo hubiere, declararán de oficio la 
nulidad de los actos administrativos que hayan puesto fin a la vía administrativa 
o que no hayan sido recurridos en plazo, en los supuestos previstos en el 
artículo 47.1”. 

 
Por lo tanto, para dar curso al procedimiento de revisión de oficio de actos 

nulos de pleno derecho, es necesario que concurran los siguientes presupuestos: 
 

- Que se encuentren en uno de los supuestos enumerados en el 
artículo 47.1 de la LPAC, o que, al amparo de la última letra del citado precepto, 
estén expresamente previstos en una ley. 

 
- Que pongan fin a la vía administrativa o que no hayan sido 

recurridos en plazo, si bien este último es un requisito que solo jugará cuando 
se inicie la revisión a instancia del interesado, y no cuando el procedimiento 
sea instado de oficio por la propia Administración autora del acto. 

 
- Que la solicitud de revisión de oficio se inste por persona 

interesada o de oficio por la propia Administración. 
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El mencionado artículo 106 de la LPAC no contempla un procedimiento 
específico para la revisión de oficio de los actos administrativos, sino que se 
limita a exigir el dictamen previo favorable del Consejo de Estado u órgano 
consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma. Por ello, resultan de 
aplicación las disposiciones generales sobre los procedimientos administrativos 
contenidas en el título IV de la citada Ley.  
 

A la vista de la documentación obrante en el expediente, puede afirmarse 
que el procedimiento se ha tramitado conforme a lo previsto en la LPAC. Así, 
figura la resolución de inicio del procedimiento, la concesión del trámite de 
audiencia a los interesados y la propuesta de resolución. Finalmente, la 
exigencia de informe del Consejo Consultivo se cumple con la emisión del 
presente dictamen.  

 
No obstante, llama poderosamente la atención de este Consejo que 

exista en el expediente una resolución de la concejal delegada denominada 
como “estimación” de la solicitud de revisión de oficio de 4 de noviembre de 
2025, anterior, por ello, tanto a la concesión del propio trámite de audiencia 
(10 de noviembre de 2025) como a la propia propuesta de resolución de 2 de 
diciembre del mismo año. 

 
3ª.- En lo que respecta a la normativa aplicable al presente supuesto, 

al tratarse de una entidad local ha de hacerse mención a la Ley 7/1985, de 2 
de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local (LBRL), que en su artículo 
4.1.g) reconoce con carácter general a los municipios, en su calidad de 
Administraciones Públicas de naturaleza territorial, la potestad de revisión de 
oficio de sus actos y acuerdos, dentro de la esfera de sus competencias; 
potestad que será de aplicación a las entidades de ámbito inferior al municipio 
de acuerdo con lo que prevean las leyes de las Comunidades Autónomas. En 
Castilla y León, el artículo 51.1.g) de la Ley 1/1998, de 4 de junio, de Régimen 
Local de Castilla y León, atribuye a las entidades locales menores la potestad 
de revisión de oficio de sus actos y acuerdos. 
 

Por su parte, el artículo 53 de la misma ley establece que, sin perjuicio 
de las específicas previsiones de sus artículos 65, 67 y 110, “Las Corporaciones 
locales podrán revisar sus actos y acuerdos en los términos y con el alcance 
que, para la Administración del Estado, se establece en la legislación del Estado 
reguladora del procedimiento administrativo común”. Y en los mismos términos 
se pronuncia el artículo 218.1 del Reglamento de Organización, Funcionamiento 
y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, aprobado por el Real Decreto 
2.568/1986, de 28 de noviembre.  
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4ª.- En el supuesto sometido a dictamen se solicita la declaración de 

nulidad de pleno derecho de la resolución de Alcaldía de 20 de noviembre de 
2023, por la que se resuelve el expediente de protección de la legalidad 
urbanística 147/2023. 

 
Para la solución de la cuestión planteada conviene recordar que, tal 

como ha manifestado el Consejo de Estado, la revisión de oficio de los actos 
administrativos constituye un supuesto excepcional en virtud del cual la 
Administración, conforme a una privilegiada facultad de autotutela, puede, por 
iniciativa propia o a solicitud del interesado, anular o declarar la nulidad de sus 
propios actos sin necesidad de acudir al proceso jurisdiccional contencioso 
administrativo. “Se trata de un auténtico procedimiento administrativo especial 
de naturaleza autónoma” (Dictamen 4.313/1998, del Consejo de Estado). 

 
En el mismo sentido, en su Dictamen 2.441/2000, de 5 de diciembre, el 

Consejo de Estado señaló que “la revisión de oficio constituye un cauce de 
utilización excepcional y de carácter limitado ya que comporta que, sin mediar 
una decisión jurisdiccional, la Administración puede volver sobre sus propios 
actos dejándolos sin efecto. De aquí que no cualquier vicio jurídico permita 
acudir sin más a la revisión de oficio, sino que ello solo es posible cuando 
concurra de modo acreditado un vicio de nulidad de pleno derecho de los 
legalmente previstos (dictamen de 8 de octubre de 1998 y, en una línea de 
pensamiento análogo, el dictamen de 30 de marzo de 2000)”. 
 

El interesado alega que concurren las causas de nulidad establecidas en 
las letras a), c) y e) del artículo 47.1 de la LPAC (“Los que lesionen los derechos 
y libertades susceptibles de amparo constitucional, los que tengan un contenido 
imposible y los dictados prescindiendo total y absolutamente del procedimiento 
legalmente establecido o de las normas que contienen las reglas esenciales 
para la formación de la voluntad de los órganos colegiados”). 

 
En relación con la primera de estas causas, aduce el interesado que se 

habría vulnerado el principio de interdicción de la arbitrariedad de los poderes 
públicos, puesto que el encargado de resolver el expediente 147/2023, de 
restauración de la legalidad urbanística, no es otro que el alcalde, que fue 
expresamente recusado en un procedimiento sancionador anterior (expediente 
143/2023) y que tendría enemistad manifiesta con el interesado. Considera el 
interesado que el alcalde debería haberse abstenido en el expediente 147/2023, 
de igual manera que lo hizo en el expediente 143/2023, al concurrir enemistad 
manifiesta con aquél. 
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Conviene señalar que el mero hecho de que una persona incursa en 

causa de legal de abstención no se abstenga y dicte la resolución o el acto que 
corresponda no es por sí misma una causa de nulidad de pleno derecho del 
acto administrativo. El artículo 23.4 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
Régimen Jurídico del Sector Público, indica, al regular la abstención, que “La 
actuación de autoridades y personal al servicio de las Administraciones Públicas 
en los que concurran motivos de abstención no implicará, necesariamente, y 
en todo caso, la invalidez de los actos en que hayan intervenido”. 

 
Asimismo, dentro de esta causa, apunta el interesado a su discriminación 

y a la vulneración del principio de igualdad, al existir también, “distintas 
construcciones en el municipio sobre las que, realmente, no se ha guardado la 
alineación sin que el Ayuntamiento haya justificado el distinto criterio utilizado 
para entender que unas cumplen con la legalidad y otras no”. Alude en concreto 
a la alineación modificada en las NUM y no respetada en el edificio en ruinas 
en calle ccc3 n.º 20, alineación modificada en las NUM y no respetada en calle 
ccc4 y al desarrollo de la UA.5, en la que “el Ayuntamiento modifica 
sustancialmente el vial, su posición, las condiciones de ordenación y las 
condiciones de desarrollo”. 

 
Sobre esta cuestión, es consolidada la doctrina y la jurisprudencia que 

entiende que no cabe, en ningún caso, una igualdad ante la ilegalidad. En este 
sentido, el fundamento jurídico séptimo de la sentencia de la Sala Tercera del 
Tribunal Supremo de 11 de marzo de 2021 (recurso de casación 347/2019) 
indica: “Incluso si ello fuera así -algo que esta Sala no afirma-, la alegación del 
recurrente debería ser rechazada, porque es jurisprudencia clara y constante 
que no cabe invocar el principio de igualdad para alcanzar la impunidad. Por 
decirlo en fórmula condensada, no hay igualdad en la ilegalidad”. 

 
Por lo expuesto, no procede la nulidad del acto por la causa recogida en 

la letra a) del artículo 47.1 de la LPAC. 
 
5ª.- Como segundo motivo de nulidad, alude el interesado al contenido 

imposible del acto. 
 
Respecto a esta causa de nulidad de los actos (“Los que tengan un 

contenido imposible”), debe recordarse que el acto de contenido imposible es 
el que, por propio ser o realidad intrínseca, no puede llevarse a cabo, bien 
porque encierra contradicción interna o en sus términos, bien por su oposición 
a leyes físicas inexorables o a la que racionalmente se considera insuperable 
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(por todos, dictámenes 297/2012, de 31 de mayo, 552/2013, de 18 de julio, y 
190/2015, de 7 de julio, de este Consejo Consultivo).  

 
La imposibilidad de los actos administrativos puede ser física, ideal o 

jurídica: la imposibilidad física de un acto tiene lugar cuando resulta 
absolutamente inadecuado a la realidad material sobre la que recae, como 
ocurre si el acto se refiere a un sujeto o a un objeto inexistente; la ideal surge 
cuando la estructura lógica del acto está defectuosamente conformada al 
existir dentro de la misma, elementos contradictorios; y la jurídica cuando el 
acto contradice de manera clara y terminante el ordenamiento jurídico por 
faltar los presupuestos del propio acto.  

 
La jurisprudencia (sentencias de 19 de mayo de 2000, 2 de noviembre 

de 2004 y 31 de mayo de 2012 del Tribunal Supremo) ha señalado de manera 
reiterada que la imposibilidad a la que se refiere la ley ha de ser de carácter 
material o físico, puesto que una imposibilidad de carácter jurídico equivaldría 
prácticamente a ilegalidad del acto, lo que suele comportar anulabilidad. Y 
añade que la imposibilidad debe ser también originaria, ya que una imposibilidad 
sobrevenida comportaría la simple ineficacia del acto. Por tanto, son actos nulos, 
por tener un contenido imposible, los que resultan inadecuados, en forma total 
y originaria, a la realidad física sobre la que recaen.  

 
En este sentido, cabe traer a colación el Dictamen 117/2009, de este 

Consejo, que recoge la doctrina del Consejo de Estado sobre este motivo de 
nulidad (por todos, Dictamen 246/2007, de 15 de marzo, que se remite al 
Dictamen 1.531/1996, de 30 de mayo), en el que se señala lo siguiente: “La 
revisión de oficio, sobre todo si es por causa de nulidad de pleno derecho, es 
una medida tan drástica e implica una potestad tan exorbitante que debe 
aplicarse con mucho tiento. Así lo viene advirtiendo este Consejo, con apelación 
a la jurisprudencia, en numerosos dictámenes (como el 42.107, de 23 de 
marzo de 1979; el 297/93, de 22 de julio, o el 1.387/94, de 21 de septiembre) 
(...). Este rigor, que no admite interpretaciones extensivas ni aplicación a 
supuestos de hecho dudosos, es más exigible si cabe cuando -como ocurre en 
el presente caso- se invoca como causa de nulidad del acto su contenido 
imposible, por la razón que se expone en el Dictamen 45.742, de 7 de junio 
de 1984, donde se dice: `El Consejo de Estado se ha mostrado cauteloso a la 
hora de apreciar la causa de nulidad consistente en el contenido imposible de 
los actos administrativos, tratando de evitar en concreto que a través de tal 
causa se canalice todo supuesto de ilegalidad o prohibición´. Así pues, la 
imposibilidad del contenido apunta más al aspecto material que al legal. Es 
imposible lo que materialmente no se puede realizar, bien sea porque va 
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contra las leyes físicas o bien porque parte de un supuesto de hecho irreal o 
inexistente. En esta línea, viene sosteniendo el Consejo de Estado, sin 
pretender agotar todas las modalidades, que es acto de contenido imposible 
el que no puede llevarse a cabo por oposición a las leyes físicas (Dictamen 
51.772, de 7 de abril de 1988) o aquel que carece de los presupuestos básicos 
indispensables (Dictamen 50.710, de 1 de octubre de 1987). Y, en consecuencia, 
ha calificado de acto de contenido imposible la adjudicación de un contrato a 
una persona ya fallecida (Dictamen 45.193, de 28 de abril de 1983) o el 
nombramiento de un funcionario para un puesto de trabajo inexistente 
(Dictamen 1.705/94, de 29 de septiembre) o el contrato de permuta cuando 
una de las partes no es propietaria del bien que ha de entregar (Dictamen 
53.403, de 29 de junio de 1989)”. 

 
Señala el interesado que la resolución cuya nulidad se solicita adolece 

de una generalidad tal que a este Administrado le resultaría imposible ejecutar 
la misma en el supuesto de que la impugnación fuera desestimada y que resulta 
imposible ejecutar un acto que la Administración no ha concretado en su 
resolución. 

 
Dados los estrictos términos en los que aparece recogida esta causa de 

nulidad, no parece que pueda aplicarse a este supuesto concreto. La resolución 
de 20 de noviembre de 2023 sí parece recoger qué concretas actuaciones debe 
ejecutar el interesado para el restablecimiento de la legalidad urbanística, sin 
que quepa alegar desconocimiento, al señalar en concreto:  

 
“Las obras que afectan al derribo ejecutado en el garaje y a la 

ejecución de la piscina, se encuentran sujetas a licencia urbanística, por tratarse 
de obras de derribo y de instalaciones de nueva planta, respectivamente. El 
resto de obras referidas a vallado de finca, sustitución de carpinterías o solados 
interiores se encuentran sujetos a DRO sin perjuicio de la necesaria memoria 
que las describa. 

 
»Además, la precaria situación en que se encuentra el garaje tras 

los derribos realizados requiere de una actuación posterior de la que debería 
haberse tramitado la correspondiente autorización mediante DRO o licencia 
urbanística en función del alcance de dicha actuación. 

 
»Las actuaciones realizadas suponen la consolidación de la 

situación de disconformidad con el planeamiento en cuanto a la alineación del 
edificio anejo con el ánimo de perpetuarla y la realización de obras de nueva 
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planta en cuanto al cerramiento y piscina destinando el suelo a los usos 
permitidos por el planeamiento sin cumplir el deber de cesión. 

 
»Por tanto, dicha intervención requiere la obligatoriedad de cesión 

y urbanización de los terrenos exteriores a la nueva alineación definida por las 
NUM (…)”. 

 
Y además ordena “la demolición de las construcciones e instalaciones 

ejecutadas en un plazo de treinta días, ya que los actos realizados son 
incompatibles con el planeamiento urbanístico. Advirtiendo que, si no se 
ejecutare, lo hará esta Administración, previo apercibimiento, con carácter 
subsidiario”. 

 
Por ello, tampoco procedería la declaración de nulidad del acto por este 

motivo. 
 
6ª.- Como tercer y último motivo de nulidad, el interesado advierte que 

se ha prescindido del procedimiento legalmente establecido, al no conceder, 
en el expediente 147/2023, trámite de audiencia, siendo así que tampoco de 
se le ha dado traslado de la documentación obrante en el mismo. 

 
En relación con esta causa, este Consejo Consultivo mantiene una 

doctrina consolidada, en línea con la reiterada del Consejo de Estado y la 
jurisprudencia del Tribunal Supremo. El Consejo de Estado establece que, para 
que pueda apreciarse dicha causa, “es necesario que la conculcación del 
procedimiento haya sido de tal magnitud que suponga la concurrencia de 
anomalías en la tramitación que se caractericen por su especial gravedad” 
(a.e., dictámenes 542/1996, de 7 de marzo; 926/1997, de 3 de abril; 4.894/1997, 
de 23 de octubre; 6.175/1997, de 19 de febrero de 1998; 173/2008, de 30 de 
abril, o 2.002/2008, de 11 de diciembre). En otros dictámenes (así el n.º 
2.301/1998, de 10 de septiembre) se señala que “es necesario apreciar con 
rigor que el procedimiento se ha violentado de modo terminante y claro (...) 
debiendo justificarse cumplidamente que se ha producido alguna anomalía 
esencial en su tramitación”. 
 

En un sentido similar se ha pronunciado el Tribunal Supremo, al requerir 
“omisiones sustanciales y de entidad, equiparables a la falta de aquellos 
requisitos procedimentales que configuran la esencialidad del procedimiento” 
(sentencia de 12 de julio de 1993) o bien al entender que se produce por “el 
seguimiento de un procedimiento completamente opuesto al correcto” (sentencia 
de 20 de abril de 1990). 
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E, igualmente, otros dictámenes exigen “omisiones sustanciales y de 

entidad, equiparable a la falta de aquellos requisitos procedimentales que 
configuran la esencialidad del procedimiento” (Dictamen 906/1996, de 28 de 
marzo), o una omisión de “hitos esenciales” del procedimiento (dictámenes 
45.853/1983, de 17 de noviembre, y 1.532/1992, de 4 de marzo de 1993). 
 

Sobre esta cuestión, el propio Consejo de Estado en su Dictamen 
1.365/2008, de 13 de noviembre, expone que este motivo de nulidad “supone 
una total inaplicación del procedimiento legalmente establecido, sin que sea 
suficiente advertir omisiones o infracciones de tramitación. La ausencia total 
de procedimiento debe ser entendida en el sentido de que no existan los 
engarces formales necesarios en el iter administrativo para concluir en el acto 
que se pretende emanar, envolviendo tales ausencias o errores procedimentales 
un radical vicio con irremediables efectos sobre el acto administrativo final 
(dictámenes 2.756/96, de 25 de julio, y 1.950/2004, de 23 de septiembre). 
(…)”. 

 
Concretamente, la mera omisión de un trámite, aunque fuera preceptivo, 

no constituye necesariamente por sí sola un vicio de nulidad de pleno derecho, 
como señala la reiterada jurisprudencia del Tribunal Supremo (por todas, 
sentencias del Tribunal Supremo de 17 de octubre de 1991 y 21 de octubre 
de 1980) y la doctrina del Consejo de Estado (dictámenes 6.175/1997, de 19 
de febrero de 1998; 1/1998, de 21 de mayo; 3.170/1998, de 30 de julio, y 
2.301/1998, de 10 de septiembre, entre otros muchos).  

 
Ni siquiera la simple omisión del trámite de audiencia da lugar, “siempre 

y de forma automática”, a la nulidad por esta causa; a este respecto el Tribunal 
Supremo, en sentencia de 17 de octubre de 1991, exigió “ponderar, en cada 
caso, las consecuencias producidas por tal omisión a la parte interesada, la 
falta de defensa que realmente haya originado y, sobre todo, lo que hubiera 
podido variar el acto administrativo originario en caso de haberse observado 
el trámite omitido”. Así se ha pronunciado el Consejo de Estado en sus 
dictámenes 6.175/1997, de 19 de febrero de 1998, 1/1998, de 21 de mayo, 
1.949/2000, de 22 de junio, 2.132/2000, de 20 de julio, 612/2001, de 5 de 
abril, y 1.224/2001, de 7 de junio, entre otros. En determinadas circunstancias, 
cuando un examen detenido del expediente permita excluir que la omisión del 
trámite de audiencia haya causado indefensión a los interesados, tal omisión 
puede no dar lugar a un vicio de nulidad de pleno derecho.  
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El Tribunal Constitucional, en la Sentencia 144/1996, de 16 de septiembre, 
afirma que “en un procedimiento administrativo lo verdaderamente decisivo 
es si el sujeto ha podido alegar y probar lo que estimase por conveniente en 
los aspectos esenciales del conflicto en el que se encuentra inmerso”.  

 
Considera igualmente el citado Tribunal, en la Sentencia 210/1999, de 

29 de noviembre, que “la indefensión constitucionalmente relevante es la 
situación en que, en general, tras la infracción de una norma procesal, se 
impide a alguna de las partes el derecho a la defensa, eliminando o limitando 
su potestad, bien de alegar derechos e intereses para que le sean reconocidos, 
o bien de replicar dialécticamente las posiciones contrarias en el ejercicio del 
principio de contradicción (por todas SSTC 89/1986, fundamento jurídico 2º o 
145/1990, fundamento jurídico 3º), y que esta indefensión ha de tener un 
carácter material y no meramente formal, lo que implica que no es suficiente 
con la existencia de un defecto o infracción procesal, sino que debe haberse 
producido un efectivo y real menoscabo del derecho de defensa (…)”. 

 
El trámite de audiencia es preceptivo en el procedimiento de protección 

de la legalidad urbanística. Se recoge en artículo 341.1.5 del Reglamento de 
Urbanismo de Castilla y León, aprobado por Decreto 22/2004 de 29 de enero, 
que establece que, “Una vez iniciado el procedimiento de restauración de la 
legalidad, el órgano municipal competente debe resolverlo, previa audiencia a 
los interesados, adoptando alguna de las siguientes resoluciones, con 
independencia de las medidas citadas en los apartados anteriores y de las 
sanciones que se impongan en el procedimiento sancionador”. 

 
En definitiva, a la vista del expediente 147/2023 (documento 34), cabe 

concluir que se ha prescindido total y absolutamente del procedimiento 
legalmente establecido. Así, sólo figura un informe del arquitecto municipal de 
31 de octubre de 2023 (del cual sí ha tenido conocimiento el interesado), para 
pasar inmediatamente al informe propuesta de Secretaría y a la resolución de 
la Alcaldía, ambas de 20 de noviembre de 2023, sin que se haya dictado 
acuerdo de inicio ni conferido trámite de audiencia, por lo que el interesado no 
ha tenido conocimiento alguno de la tramitación del mismo, lo que le habría 
generado una evidente indefensión, que es reconocida por la Administración. 

 
En vista de todo lo expuesto, este Consejo considera procedente que 

se declare la nulidad de pleno derecho de la resolución de 20 de noviembre 
de 2023 del expediente de restauración de la legalidad n.º 147/2023, por 
concurrir la causa de nulidad prevista en el artículo 47.1.e) de la LPAC, al haberse 
prescindido total y absolutamente del procedimiento legalmente establecido. 
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III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 

Procede declarar la nulidad de pleno derecho de la resolución de 20 de 
noviembre de 2023 del Ayuntamiento de xxx1, recaída en el expediente de 
restauración de la legalidad n.º 147/2023.  

 
 
No obstante, V.E., resolverá lo que estime más acertado. 


